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			Prólogo


			Lic. Jesús Rodríguez (1)


			Conocí a Gonzalo Alvarez allá por los años noventa, cuando aún no se había convertido en el destacado abogado, docente y profesional que es hoy, y cuando comenzaba a despuntar en él un notorio liderazgo como militante estudiantil, que luego se consagraría al ser electo, primero, como presidente del Centro de Estudiantes de Derecho de la UBA (1991/1992) y, posteriormente, como presidente de la Federación Universitaria de Buenos Aires - FUBA (1992/1993). 


			En aquellos años, compartimos con él la preocupación por el futuro de la universidad pública cuando, en un controvertido proceso de reformas estatales, desde diferentes ámbitos gubernamentales se ponía en debate la continuidad de la autonomía universitaria, el cogobierno y la gratuidad. 


			Y en esa preocupación compartida, desarrollamos conjuntamente con los representantes del movimiento estudiantil, conducido por la Franja Morada y el reformismo, una hoja de ruta cuyo objetivo fundamental era mantener, garantizar y dotar de un marco de protección legal a aquellos principios que, inspirados en la Reforma Universitaria de 1918, habían sido restituidos a partir de diciembre de 1983 con la recuperación de la democracia en la Presidencia de Raúl Alfonsín, y que la entonces administración del presidente Carlos Menem comenzaba a cuestionar.


			Con relación al extraordinario texto que tengo el honor de prologar, debo señalar que está compuesto por un análisis histórico de la evolución de la legislación regulatoria de la universidad pública, que comienza por la primera Ley Avellaneda del año 1885, y continúa con los períodos y etapas en las cuales se fue forjando el actual sistema.


			Como bien se señala, ese sistema fue moldeándose a través de múltiples conflictos políticos y sociales –como la Reforma Universitaria de 1918, los gobiernos constitucionales y las dictaduras del siglo XX, la recuperación democrática de 1983 y la reforma constitucional de 1994– hasta llegar a nuestros días.


			La Reforma Universitaria de 1918, como lo manifiesta el doctor Alvarez, impactó profundamente en el modelo de organización universitaria de nuestro país.


			Como precisa el autor, si bien el modelo reformista de la universidad es un proceso de larga data cuyo inicio se sitúa a partir de la Ley Avellaneda, los postulados del movimiento estudiantil iniciado en Córdoba en 1918 fueron definitorios para construir el actual sistema universitario caracterizado por el cogobierno a través de sus claustros, la gratuidad, la libertad de cátedra, los concursos abiertos, la renovación periódica de los cargos, el ingreso abierto, la investigación, la extensión universitaria y la pluralidad. 


			Y, sin lugar a dudas, la autonomía universitaria receptada en el inciso 19 del artículo 75 de la Constitución nacional es el resultado de una larga lucha por la interpretación amplia de la autonomía universitaria, como plantea la hipótesis de este documentado trabajo.


			El proceso constituyente, iniciado con la sanción de la Ley Nº 24309, abrió el camino a importantes cambios institucionales, como el acortamiento del mandato presidencial, la creación del Consejo de la Magistratura y la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, entre las más destacadas. 


			Este núcleo de coincidencias básicas que habilitaba la reforma de la Constitución, tal como lo manifiesta el autor, no contenía referencia alguna a la posibilidad de introducir cambios sobre temas universitarios, asunto que bien mirado podía ser interpretado como otro aspecto de la limitación al presidencialismo exagerado de nuestro sistema, criterio rector que inspira la Constitución que hoy nos rige.


			Sin embargo, la situación conflictiva entre la comunidad universitaria y el gobierno nacional habilitó que –dada la relación de varios constituyentes, con pasado en el movimiento estudiantil, con diferentes actores, como rectores de universidades nacionales, dirigentes de Franja Morada, de la Federación Universitaria Argentina– se presentara un proyecto consensuado entre los bloques de la UCR y el Frepaso - Unidad Socialista, en pos de garantizar la autonomía, el cogobierno y la gratuidad de la educación pública, incluida la universitaria.


			Y, como lo manifiesta el autor, fue en ese contexto que la Constituyente se situó como “una extensión natural del campo de disputa en donde los sectores del reformismo universitario, defensores de la educación pública y gratuita, vieron una oportunidad para obtener, en el medio de un clima político coyuntural de excepción como el generado a partir del Pacto de Olivos, las garantías para la pervivencia del modelo reformista de universidad pública que estaba siendo duramente puesto en cuestión en el ámbito legislativo y, por cierto, en las políticas concretas impulsadas desde el Poder Ejecutivo”.


			Los debates en las comisiones fueron arduos y el peronismo, con distintas concepciones y vertientes ideológicas, aparecía poco permeable a consagrar en el texto de la Constitución nacional la autonomía universitaria y la gratuidad. El propio ministro de Educación Jorge Rodríguez se había hecho presente en Santa Fe con este cometido. 


			Ya sobre el cierre del plazo para presentar el despacho de la Comisión de Competencia Federal en la cual me desempeñaba como vicepresidente y en virtud de la imposibilidad de obtener una mayoría para imponer los principios de la autonomía y la gratuidad, iniciamos conversaciones con el bloque del peronismo. 


			Sosteníamos, junto al doctor Alfonsín, que la jerarquización de la autonomía universitaria y la consagración de la gratuidad actuarían como un freno a los proyectos que se aprestaba a sancionar el Congreso impulsados por el gobierno nacional. 


			El relato que hace el doctor Gonzalo Alvarez recoge con minuciosidad los pormenores de las negociaciones contrarreloj de aquellos días. Particularmente aquella referida a la inclusión del término “equidad” junto al de “gratuidad” que posibilitó el acuerdo con el peronismo y que el tiempo disipó cualquier interpretación referida a que el concepto de “equidad” posibilitaría un futuro arancelamiento de los estudios de grado. 


			Gratuidad en concepto de la universalidad y equidad con el fin de garantizar el acceso para aquellos que con la gratuidad tampoco estaban en condiciones de poder estudiar en la universidad pública. Así lo refleja Gonzalo Álvarez al transcribir una intervención mía de aquellos días en Santa Fe sobre este tema: “El principio de equidad, que se suma al de gratuidad, cumple una función que deriva de su significado: la justicia; y consiste en una directiva, en aquellos casos en que la gratuidad no alcance por sí sola a garantizar la igualdad de oportunidades, se impone al Estado la carga de proveer a los habitantes de los medios suficientes para acceder a la educación gratuita”.


			La historia nos ha demostrado, y así bien lo recepta esta tesis, que la reforma de nuestra carta magna en 1994 fue un hito extraordinario donde se alcanzó un consenso inusual, no solo en la tradición constitucional de la Argentina, sino en el campo más amplio de la política. 


			Sin embargo, finalizada la Convención Constituyente de Santa Fe, esos consensos no fueron capaces de perdurar lo suficiente para que el Congreso sancionara las varias leyes pendientes que mandan a dictar las reformas introducidas; es más, se han sancionado otras de carácter regresivo al texto constitucional, como la que aborda la temática que presenta el autor.


			Es así como los conceptos de autonomía y gratuidad volvieron a ser cuestionados por los mismos sectores que se habían opuesto en el inicio de la Asamblea Constituyente, motivo por el cual, y a pesar de la claridad de lo expuesto en el texto constitucional y en los antecedentes de los debates de la Convención, el Congreso Nacional en el año 1995 sancionó la Ley Nº 24521 de Educación Superior, atribuyéndose competencias para interpretar los alcances de la garantía constitucional de autonomía y autarquía universitaria y regular aspectos de la organización institucional.


			Pero, más allá de este excelente e inédito trabajo de investigación –que reconstruye lo sucedido en el seno de la Asamblea Constituyente de 1994, Gonzalo Álvarez, además –y ese es el objeto de su tesis–, se adentra en el análisis de la evolución de las interpretaciones doctrinarias y jurisprudenciales del concepto de autonomía consagrado en la Constitución nacional.


			Para algunos autores, ese concepto debe ser restrictivo y las universidades públicas tienen que ser consideradas como entes descentralizados, en tanto que, para otros, la autonomía goza del más amplio alcance quedando limitadas en forma contundente las facultades del Poder Legislativo para dictar normas sobre universidades nacionales, y vedada la intervención o injerencia del Poder Ejecutivo, siendo sus actos solo revisables por el Poder Judicial. 


			Es muy recomendable leer con detalle dichas posiciones para apreciar la importancia y la riqueza del trabajo realizado. 


			Resulta de extraordinaria relevancia el análisis de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación –con aquella composición del máximo tribunal que el autor recuerda como “la mayoría automática” alineada con el gobierno nacional y los sectores contrarios a la autonomía– en los casos Monges y Universidad Nacional de Córdoba, donde se interpreta que el Congreso tiene facultades para regular el modelo organizativo de las universidades públicas a partir del argumento de que el Estado tiene el deber indelegable del Estado de garantizar el derecho a la educación y estructurar un sistema educativo permanente.


			El mismo rigor analítico se aplica en el análisis de los fallos luego de los cambios producidos con la modificación de la composición de la Corte Suprema a partir del año ٢٠٠٥, en los cuales se produjo una interpretación más amplia de los alcances del concepto de autonomía, aunque sin llegar a que se declare la inconstitucionalidad de la Ley de Educación Superior, como bien lo manifiesta y hubiera propiciado el doctor Gonzalo Alvarez.


			Este libro representa un significativo aporte al debate aún vigente, respecto del alcance del concepto de autonomía de las universidades públicas, que será un destacado insumo de consulta para jueces, académicos, legisladores, abogados y para toda la comunidad universitaria. 


			El trabajo del doctor Alvarez se asienta en un sólido análisis histórico y doctrinario legal, y demuestra sobradamente que la autonomía debe ser interpretada con su más amplio alcance. 


			El resultado está a la vista y, además, enriquece la visión y posición de aquel reformismo de principios del siglo XX que marcó un rumbo sustancial para la vida de las universidades públicas. 


			Este es también el resultado de la firme convicción y trayectoria del autor, que exhibe el mismo compromiso y la misma pasión por la universidad pública que cuando lo conocí en su época de estudiante en los años noventa.


			

				

					1. Diputado Nacional (1983-1991, 1993-1997, 1999-2003), Convencional Constituyente (1994). Actualmente es presidente de la Auditoría General de la Nación.


				


			


		


		

		


		

			

			


		


		

				


		

			

			


		




		

			Introducción


			“No vengo a trabajar por la Universidad, sino a pedir a la Universidad que trabaje por el pueblo”,José Vasconcelos. Discurso de asunción al rectorado de laUniversidad Nacional Autónoma de México, 4 de junio de 1920.





			“Misión cumplida”. Con estas palabras, el 17 de agosto de 1994, el rector Oscar Shuberoff informaba al Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires que la Asamblea Constituyente había incorporado la autonomía y autarquía de las universidades nacionales en la Constitución Nacional. 


			Esta circunstancia representa, por una parte, un reconocimiento importante de la autoridad y el esfuerzo de esta universidad, y, por otro lado, concreta en un texto constitucional algo que quienes venimos bregando por la universidad pública desde hace muchos años y quienes nos antecedieron, hemos valorado en todas las épocas como formando parte del núcleo inconmovible de principios que sostienen el modelo de universidad que los argentinos quieren para su país. (Intervención del rector Shuberoff. Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires, acta de la sesión del 17/8/94, versión taquigráfica).


			La reforma constitucional de 1994 consagró la autonomía y autarquía de las universidades nacionales. Estableció la obligación del Congreso Nacional de garantizarlas cuando ejerza la competencia de sancionar leyes de organización y base de la educación. Esta trascendente definición constitucional parecía haber cerrado una larga y polémica historia de más de un siglo de confrontaciones. Durante todo este extenso período, el debate en torno a si las universidades nacionales eran o no autónomas y qué implicancias tenía tal definición se saldaba a través de las decisiones contenidas en normas de menor jerarquía que la Constitución, como, por ejemplo, las leyes sancionadas por el Congreso Nacional y, en no pocas ocasiones, las normas dictadas por gobiernos de facto. 


			Sin embargo, el debate en torno a la interpretación de la autonomía universitaria continuó abierto y vigente a pesar de su reconocimiento constitucional. La sanción de la Ley de Educación Superior en el año 1995, a pocos meses de haber sido modificada la Constitución Nacional, reabrió ese debate. La disputa en torno a la interpretación del alcance de la cláusula constitucional no se limitó al Congreso y se trasladó a los tribunales. La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de los últimos veinticinco años da cuenta de ello.


			El objetivo general de este trabajo es visibilizar qué se pone en juego al interpretar el alcance de la cláusula constitucional que garantiza la autonomía y autarquía de las universidades nacionales. La hipótesis central es que la reforma de 1994 que establece la garantía constitucional de autonomía y autarquía universitaria en el inciso 19 del artículo 75 de la Constitución Nacional es el resultado de una larga lucha por la interpretación amplia de la autonomía universitaria. Es el reflejo del modelo reformista de universidad cuyas características son centralmente el autogobierno a través del cogobierno de sus claustros, la gratuidad, la libertad de cátedra, los concursos abiertos, la renovación periódica de los cargos, el ingreso abierto, la investigación, la extensión universitaria y la pluralidad. 


			La garantía recae en instituciones universitarias que se organicen conforme a esas características del modelo histórico de universidad pública argentina que abarca la dimensión institucional y política, la dimensión académica (investigación, docencia y extensión universitaria) y la dimensión de la administración. Las universidades nacionales pueden dictar sus propios estatutos, definir su organización institucional, sus órganos de gobierno, los aspectos vinculados a la docencia, la investigación y la extensión universitaria y además administrar los recursos propios y los que el Estado les provee a partir de la responsabilidad indelegable de este de sostener la educación pública, sin interferencia del Poder Ejecutivo ni del Congreso Nacional y bajo el control del Poder Judicial. 


			En el Capítulo l, el trabajo delimita y describe el denominado modelo reformista de universidad en la Argentina. En este punto la hipótesis es que la Reforma Universitaria configuró el modelo concreto de organización institucional de las universidades argentinas. El modelo reformista de universidad se ha conformado más allá de los sucesos mismos de la Reforma Universitaria de 1918, modelando una serie de elementos constitutivos que fueron desarrollándose con anterioridad a esos acontecimientos de 1918 y con posterioridad, a lo largo de todo el siglo XX. Ese modelo de organización institucional propio y característico de las universidades argentinas es el que va a ser receptado constitucionalmente en 1994. 


			El modelo reformista tiene como elementos centrales la autonomía institucional y política, académica y de administración, el autogobierno a través del cogobierno de sus claustros, la gratuidad, la libertad de cátedra, los concursos abiertos, la renovación periódica de los cargos, el ingreso abierto, la extensión universitaria y la pluralidad. La recepción constitucional del modelo reformista supone una limitación de las potestades regulatorias del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo, pero a la vez implica un marco de organización institucional que las propias universidades nacionales deben garantizar.


			El Capítulo 2 se enfoca en el escenario de las disputas en torno a la interpretación del concepto de autonomía universitaria anterior a la reforma constitucional de 1994 y su exteriorización en la legislación y en la doctrina jurídica. La hipótesis en este punto es que los distintos marcos normativos que regularon la educación universitaria desde el año 1885 en adelante catalizaron las diversas posiciones en disputa respecto al modelo de organización institucional de las universidades que se analiza en el Capítulo 1. Las interpretaciones que hizo la doctrina jurídica sobre la caracterización de las universidades nacionales y la autonomía universitaria, estuvieron marcadas por el cambiante escenario normativo y es una continuidad de las disputas en torno al modelo de organización institucional de las universidades. Este debate jurídico sobre la autonomía universitaria se enmarca también en un debate más amplio sobre el concepto de la autonomía en el sistema jurídico institucional delineado por la Constitución Nacional. 


			En el Capítulo 3 se describe el contexto social y político en el que se incorporó el debate educativo y en particular el tema de la autonomía universitaria en la Asamblea Constituyente de 1994 y se delimitan las posiciones de los actores políticos, la dinámica de las negociaciones y los acuerdos alcanzados en la Asamblea. 


			La hipótesis es que la Asamblea Constituyente resultó ser una extensión de la arena donde se desarrollaron las disputas en torno a las políticas educativas que estaban desplegándose en la sociedad argentina a partir las políticas de reforma del Estado impulsadas por el gobierno nacional. Diversos actores de la oposición, desde adentro y desde afuera de la Asamblea, propiciaron que los temas educativos se discutieran en ese ámbito, donde interpretaban que podían tener mejores posibilidades para resistir esas reformas. La oposición pudo imponer al oficialismo ciertos condicionamientos, que contaba con mayoría legislativa, dado el escenario transaccional que posibilitó la habilitación de la reforma constitucional a partir del denominado Pacto de Olivos entre la Unión Cívica Radical y el Partido Justicialista. 


			Si bien los temas educativos y en particular los universitarios, incluyendo la cuestión de la autonomía de las universidades, no estuvieron expresamente mencionados en la ley de declaración de la necesidad de la reforma, esta habilitó la actualización de las facultades del Poder Legislativo. De esta forma ingresaron los temas educativos en la agenda de la Asamblea Constituyente. La hipótesis es que la presencia de actores relevantes del sector educativo como constituyentes, más la presión externa de otros actores cómo la conducción de la Universidad de Buenos Aires generaron las condiciones para que se incorporen estos temas al debate. En particular se presenta la hipótesis de que se convirtió en un tema central para la dirigencia de la Unión Cívica Radical para rebalancear las relaciones de poder internas dentro del partido luego de la crisis que provocó el Pacto de Olivos, particularmente con los sectores universitarios.


			La incorporación de los temas educativos al debate en la Asamblea, y principalmente el acuerdo que reunió las mayorías necesarias para su aprobación, fue posible por el vínculo de la dirigencia de la UCR con el sector celeste del Partido Justicialista. A diferencia del sector rojo punzó, no dialoguista, el sector celeste propiciaba la reelección del presidente Menem, pero a través de un acuerdo con el radicalismo que posibilitara una reforma constitucional sin cuestionamientos. Esto dio lugar al Pacto de Olivos y luego, durante el desarrollo de la Asamblea, al avance de otros temas significativos como la inclusión de la autonomía universitaria con el alcance que el reformismo le daba a este concepto.


			El capítulo analiza el alcance de los resuelto por la Asamblea Constituyente y las dinámicas de los acuerdos políticos que lo hicieron posible. La hipótesis es que la Asamblea Constituyente le dio rango constitucional al modelo reformista de universidad al consagrar la autonomía y autarquía de las universidades nacionales.


			El Capítulo 4 analiza las posiciones adoptadas por la doctrina jurídica sobre la autonomía universitaria con posterioridad a la reforma constitucional. A pesar de haber sido receptada constitucionalmente la autonomía universitaria, el debate en la doctrina continuó, incluso en algunos casos sin tomar nota de estos cambios, reproduciendo las posiciones sostenidas con anterioridad a la reforma constitucional. Aquí la hipótesis es que la reforma constitucional impactó fuertemente en los posicionamientos de la doctrina respecto al alcance de la autonomía universitaria, categoría que había sido largamente discutida por constitucionalistas y administrativistas. Un sector mayoritario de la doctrina jurídica se alinea con una concepción amplia de la autonomía universitaria y de las dimensiones que esta abarca. Sin perjuicio de ello subsisten interpretaciones más restringidas de la autonomía universitaria que, aunque no constituyen una mayoría de la doctrina, tienen importante recepción dentro de los organismos de asesoramiento jurídico del Estado nacional, los que han ido paulatinamente modificando sus posiciones desde concepciones restringidas hacia concepciones más amplias del concepto.


			El Capítulo 5 se enfoca en determinar los roles que jugó la Corte Suprema de Justicia de la Nación como mediadora entre el Poder Ejecutivo nacional y las universidades en el marco de las disputas sobre la interpretación de la autonomía universitaria con posterioridad a la reforma constitucional y la sanción de la Ley de Educación Superior. La hipótesis es que la Corte desarrolló tres grandes líneas de interpretación de la autonomía universitaria muy en sintonía con el rol institucional que jugó en la década de 1990 y después de 2003, con un activo protagonismo para intervenir y catalizar las disputas en torno al alcance de la autonomía universitaria. Para su análisis se periodiza a partir de los cambios significativos en su composición en tres períodos, la Corte de los 90, la Corte de los 2000 y la Corte actual.


			Por un lado, una línea de interpretación restringida del alcance de la autonomía universitaria que habilitó reconocerle al Congreso Nacional amplias potestades de reglamentación en la materia, al punto que convalidó todas las disposiciones de la Ley de Educación Superior y todas las impugnaciones que el Ministerio de Educación formuló a los estatutos de las universidades nacionales. 


			Una segunda línea de interpretación amplia de la autonomía, que sostuvo que la Asamblea Constituyente receptó el modelo reformista de universidad y por lo tanto limitó al extremo las potestades reglamentarias del Ejecutivo y del Legislativo.


			Una tercera que reconoce la potestad de las universidades nacionales de autonormarse en las dimensiones académica y de administración, pero atribuye ciertas facultades reglamentarias al Congreso Nacional para planificar el sistema y delimitar ciertas características del gobierno universitario. 


			Respecto a la metodología, el trabajo combina el análisis de contenido de fuentes primarias y secundarias y entrevistas semiestructuradas.


			Por un lado, revisa la bibliografía especializada que permite configurar el modelo reformista de universidad y, además, da cuenta del estado del arte de la doctrina jurídica sobre autonomía universitaria.


			El trabajo toma como objeto de investigación la labor y los debates de la Asamblea Constituyente de 1994 respecto a la constitucionalización de la autonomía universitaria. Para ello se lleva a cabo un análisis de contenido y revisión de fuentes primarias que no han sido analizadas en extenso en trabajos precedentes, como los debates en el seno de la Comisión de Competencia Federal y los proyectos de reforma de los temas educativos presentados en la Asamblea. También se analizaron las actas de los debates del Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires y de las reuniones del Comité Ejecutivo y del Plenario de rectores del Consejo Interuniversitario Nacional del año 1994.


			Además, para reconstruir las disputas sobre los sentidos de la autonomía universitaria, en especial, aquellas que no quedaron plasmadas en los debates, se realizaron 18 entrevistas semiestructuradas sobre el proceso de negociación política que construyó la decisión adoptada por la Asamblea Constituyente. Fueron entrevistados convencionales de diversos bloques que jugaron un rol clave en la Asamblea, además de otros actores relevantes que cumplieron funciones de asesoramiento y participaron de las negociaciones políticas, entre ellos, Jesús Rodríguez, Rosa Llugdar, Antonio María Hernández, Eduardo Menem, Tulio Del Bono, Dora Rocha de Feldman, Adriana Puiggrós y Augusto Alasino. También se entrevistaron otros protagonistas que jugaron un rol clave por fuera de la Asamblea, entre ellos, diversos integrantes del gobierno de la Universidad de Buenos Aires y dirigentes estudiantiles de la época. Esto permite explicar, en buena medida, el sentido de lo resuelto y lograr mejores insumos que permitan interpretar sólidamente la cláusula constitucional que garantiza la autonomía y autarquía de las universidades nacionales. 


			Por último, el foco vuelve a estar en el análisis documental, esta vez de fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Se analiza y clasifica la jurisprudencia de la Corte sobre autonomía universitaria posterior a la reforma constitucional. Esto posibilita valorar la eficacia argumentativa de los votos de mayoría y de los diferentes votos en disidencia y, a la vez, explorar el papel que ha jugado el tribunal en la disputa de sentido sobre la interpretación de la autonomía universitaria. 


			En las conclusiones se recuperan los resultados de la investigación desarrollada en cada capítulo dando respuesta a las hipótesis sostenidas. Las disputas en los claustros, las calles, la legislación, la doctrina y la jurisprudencia fueron el yunque donde se forjó el modelo histórico de la universidad argentina. En 1994 se logró el reconocimiento explícito de la autonomía universitaria amplia y se constitucionalizó el modelo reformista de universidad pública.


		




		

			Capítulo I
 Las disputas en torno al modelo de organización institucional de las universidades públicas argentinas


			El presente capítulo tiene como propósito demarcar las características centrales del modelo de organización institucional de las universidades públicas argentinas. Este modelo es denominado modelo reformista de universidad. Se configuró sobre la base de los postulados del movimiento de la Reforma Universitaria de 1918. Sin embargo, el denominado modelo reformista es una construcción diacrónica. Se proyecta más allá de los propios acontecimientos de la Reforma Universitaria. Hunde sus raíces en configuraciones institucionales del siglo XIX y luego de los sucesos de 1918 va moldeándose a lo largo del siglo XX como producto de las fuertes tensiones que se expresan hacia adentro y hacia afuera de la universidad por las principales tradiciones universitarias en pugna.


			Los sucesivos escenarios de golpes de Estado e intervenciones a la universidad por parte de gobiernos de facto van a terminar de configurar un modelo de organización institucional de las universidades públicas que proclama la autonomía universitaria como un atributo central del modelo. 


			La dilucidación de los contornos configurativos del modelo reformista de universidad pública es de suma relevancia en este trabajo. En primer lugar, porque para explicarlo es necesario recorrer el campo de tensiones en el cual se configura. Esta es la antesala de las disputas en torno a conceptos clave como el de la autonomía universitaria.


			A su vez, es relevante para interpretar el alcance de los resuelto por la Asamblea Constituyente en 1994 al consagrar constitucionalmente la autonomía universitaria. Las reiteradas referencias a la constitucionalización del modelo reformista de universidad que se encuentran en los debates de la Asamblea hacen necesario una precisa configuración del concepto para entender los alcances de lo resuelto. Las definiciones adoptadas en 1994 permiten acotar los márgenes de interpretación sobre conceptos que han sido tradicionalmente polémicos en la legislación, la jurisprudencia y la doctrina jurídica.


			Una universidad o diversos modelos nacionales de universidad


			La universidad es una institución con diez siglos de antigüedad. Desde la Alta Edad Media hasta nuestros días su configuración, funciones y roles fueron diversos en el tiempo y en los distintos contextos locales, pero a la vez se constituyó en la principal institución de creación, preservación y difusión social del conocimiento y la cultura a escala mundial.


			Philip Altbach señala que las universidades son instituciones singulares con raíces históricas comunes, pero profundamente insertas en sus sociedades. Sus funciones han variado a lo largo del tiempo. Su rol en la Edad Media fue transmitir conocimiento y proveer entrenamiento a unas pocas nuevas profesiones, en el siglo XIX se convirtieron en creadoras de nuevos conocimientos a partir de la investigación básica. 


			La universidad contemporánea se yergue en el centro de la sociedad. Es la institución más importante en el complejo proceso del conocimiento y no solo alberga las ciencias básicas, sino que también da lugar a las revistas, libros y bases de datos para comunicar el conocimiento en todo el mundo. Las universidades son proveedoras clave de entrenamiento en una cantidad de especialidades que van surgiendo. También han asumido una función política en la sociedad, ya que a menudo son centros generadores de pensamiento político y de acción y, además, forman a quienes constituirán la clase política (Altbach, 2009: 39-40). 


			La configuración moderna de la universidad tiene su origen en el siglo XIX donde se impone un modelo institucional que asocia la creación de conocimiento y la formación profesional. Esta asociación de las funciones de investigación y docencia se constituyen en el estándar institucional que permite diferenciar a las universidades de otras instituciones educativas, científicas y culturales.


			Este modelo “moderno” de universidad inicia con las reformas de las universidades alemanas a principios del siglo XIX a partir de la creación de la Universidad de Berlín impulsada por el ministro de Educación Wilhelm von Humboldt. El modelo alemán situó a la universidad como vértice superior del sistema educativo y como institución creadora de conocimiento no solo responsable de su difusión, diferenciándola, en este aspecto, del resto de las instituciones que integran el sistema educativo.


			Estas reformas se enmarcaron en un contexto donde la filosofía idealista, en boga en la época, jugó un papel clave. La educación en general, y la universidad creadora de conocimiento en particular, tendrán un lugar central. Se concibe que las ideas configuran la realidad y, por lo tanto, el conocimiento y su difusión social son importantes para el desarrollo de la sociedad. El modelo universitario alemán se configuró a lo largo del siglo XIX. Se erigió en un modelo paradigmático. Gracias a su planteo innovador y su prestigio, influyó en diversas iniciativas de reformas de la educación superior en otros países. 


			Es particularmente relevante la influencia del modelo alemán en las reformas de las universidades de los Estados Unidos entre fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX. Sin embargo, en este caso, la idea de incorporar la formación universitaria en un entorno donde se investiga a la vez que se enseña tuvo un diseño institucional diferente al alemán. Las universidades se organizaron mayoritariamente por ciclos de estudios diferenciados (grado, maestría y doctorado) y más cortos que el largo ciclo europeo de formación de grado y por departamentos académicos con responsabilidad sobre una disciplina, distintos a las facultades de formación profesional de la tradición europea, alemana y sobre todo francesa (Clark, 1997).


			Diversos modelos nacionales concretos de organización institucional de las universidades como el alemán, el francés o el de los Estados Unidos han ejercido influencias recíprocas entre ellos y a la vez han sido significativos para expandir sus características y moldear las universidades en todo el mundo. Cuando analizamos un modelo nacional concreto podemos identificar esos flujos de influencia de los modelos que se constituyeron en paradigmáticos aportando características precisas y específicas. 


			De esta forma hablamos de universidades alemanas o francesas o de los Estados Unidos, por ejemplo, tratándose en cada caso de instituciones que comparten un sustrato común de características y funciones, pero que, a la vez, se configuran con particularidades de tal intensidad que las constituyen en modelos diferenciados.


			Las universidades modernas siguen patrones institucionales que derivan básicamente de modelos paradigmáticos: el modelo francés, el alemán y el de los Estados Unidos. Y el modelo de Bolonia con sus impactos en España y Latinoamérica (Altbach, 2009: 40-43).


			Las variables que inciden sobre la configuración de un modelo concreto de universidad son múltiples y diferentes en cada uno de ellos y ha habido algunos esfuerzos teóricos para identificar y aislar esas variables a efectos de poder comprender con mayor precisión el fenómeno. Adolfo Stubrin, siguiendo el modelo analítico propuesto por Christine Musselin, aporta un dispositivo explicativo específico:


			La configuración universitaria de un sistema nacional es el mutuo acomodamiento a lo largo del tiempo entre los principales actores colectivos que participan de la vida académica. En principio, el trinomio es el siguiente: los grupos disciplinares que ejercen la profesión académica; los directivos que lideran las instituciones universitarias y los políticos y burócratas que ejercen el poder en las diversas ramas del Estado. Las relaciones estables que se articulan entre estos tres polos son, casi con seguridad, originales en cualquier país cuya trayectoria universitaria se aborde con suficiente detalle. Así establecida, no puede esperarse, sin embargo, que la configuración universitaria sea predictiva o determinante sobre comportamientos situados (Stubrin, 2017: 26).


			El ámbito local donde se configura un concreto modelo de organización universitaria es el Estado nacional. La variable jurídica a través de la cual los Estados regulan a las universidades aporta elementos relevantes para describirlo, aunque, como puede inferirse de las múltiples dimensiones que lo determinan, suele ser insuficiente para explicarlo.


			En tiempos más recientes y como consecuencia del fenómeno de la integración regional, ciertos fenómenos de configuración de modelos de organización institucional de las universidades han excedido el plano nacional y afectan con ciertos niveles de uniformidad a instituciones universitarias de varios Estados que conforman ese espacio integrado, como puede comprobarse en el caso de las reformas de las universidades de los países europeos en el marco del denominado proceso de Bolonia en los últimos treinta años. En este último caso puede identificarse una clara influencia del modelo de los Estados Unidos en la configuración de la organización curricular por ciclos, modificando el patrón de organización curricular de grados largos más característico de la tradición europea. Sin embargo, y más allá de las iniciativas de cooperación a escala supraestatal, cada modelo nacional ha receptado y procesado este flujo de influencias en forma compleja y variada. 


			En suma, la universidad es una institución global que adquiere sus características específicas a nivel de los Estados nacionales, donde se configuran modelos concretos de organización institucional (Altbach, 2009: 23).


			El modelo reformista de universidad 


			El movimiento de la Reforma Universitaria de 1918 aportó características específicas al modelo de organización institucional de las universidades argentinas. La profundidad e intensidad de su impacto configuró un modelo nacional de organización institucional de características nítidamente diferenciadas que superó el episodio histórico concreto de los sucesos ocurridos en 1918 y se proyectó hasta el presente. Con diversos niveles de impacto, el modelo reformista de universidad se proyectó hacia otros países de América Latina y Europa, aportando elementos en la dinámica de flujos de influencia entre modelos nacionales concretos a los que se hizo referencia anteriormente. El modelo reformista de universidad se ha llegado a considerar, como señala Hugo Biagini, como el aporte más original que ha salido de América Latina (2021: 38). 


			Para Hugo Juri la propuesta programática del reformismo y su diseño institucional del gobierno de la universidad se constituyen en los actuales pilares del modelo universitario argentino:


			… los mismos que, aun transitando los avatares políticos y las discontinuidades democráticas que padeció el país, pudieron gestar una institución democrática que nunca ha renunciado a la calidad educativa, construyendo y actualizando marcos de pertinencia adecuados a nuevas realidades (Juri, 2017: 20).


			La Reforma Universitaria tuvo su epicentro en los sucesos de 1918, pero la configuración del modelo reformista de universidad es un proceso de larga data. Su inicio puede situarse en las últimas décadas del siglo XIX a partir de la sanción de la primera ley universitaria en 1885. Su dinámica de configuración recorre todo el siglo XX hasta la transición democrática iniciada en 1983. Desde esa perspectiva diacrónica se puede identificar la aparición cronológica de sus aspectos configurativos.


			El modelo reformista siguió en proceso de configuración a lo largo del siglo XX. Diversas características distintivas, aunque pudieran haber estado presentes en la formulación original, sobre todo en la perspectiva que le daba a la Reforma el movimiento estudiantil, solo fueron incorporándose como características del modelo reformista en las décadas posteriores (Alterini, 2006: 125-148; Tünnermann, 2008: 84; Stubrin 2017: 47; Robles Ortiz, 2021: 282).


			Adolfo Stubrin, profundizando en la idea de la perspectiva diacrónica de la configuración universitaria, sostiene que la Reforma


			… puede y tiene mucho que decir acerca de las causas y razones para ese acontecimiento, sobre qué condiciones y motivos previos fue posible su irrupción y en qué medida el largo influjo, tanto de las propuestas como de las reacciones que suscitó y suscita, dejó un sello indeleble en la universidad y la educación en general, pero también en la política y la cultura argentinas. Con el fin de resaltar su gravitación en la historia universitaria, se puede afirmar que es el aporte relevante y culminante de lo que aquí se designa como la configuración originaria del sistema universitario nacional (Stubrin, 2017:27).


			Como señala Philip Altbach, la Reforma Universitaria ejerció influencia por medio siglo. Comenzó en la Argentina y se proyectó por toda Latinoamérica (2009: 191-192). Reflejó el crecimiento de la clase media y trajo consecuencias importantes tanto para la sociedad como para la universidad, que pasó a incluir a los estudiantes en su gobierno. 


			Uno de los elementos centrales del modelo reformista es el concepto amplio de autonomía universitaria. Aparece ya con bastante nitidez en el proyecto del senador Avellaneda y en el debate parlamentario de la primera ley universitaria en 1885, aunque su texto final recepte en forma limitada esa tesis (Buchbinder, 2005: 58-59; Ruiz, 2010: 15). Estará presente durante todo el último cuarto del siglo XIX en los debates y la legislación provincial antes de la nacionalización de la Universidad de Buenos Aires hasta la presentación de sendos proyectos de reforma de la Ley Avellaneda hacia fines de ese siglo (González, 1941: 237). No constituirá una proclama explícita de los reformistas en 1918 (Finocchiaro, 2013: 203) aunque el reclamo de un gobierno universitario a cargo de profesores y estudiantes suponga su reivindicación implícita. El propio Manifiesto Liminar de la Reforma llevará el concepto de la autonomía universitaria a su máxima expresión al proclamar la república universitaria. (1)


			La autonomía universitaria se constituirá a lo largo del siglo XX en un reclamo principal del reformismo como herramienta defensiva frente a las iniciativas contra reformistas. Para Horacio Sanguinetti la autonomía es un postulado reformista que ha tenido como objetivo preservarla “de influencias eclesiásticas, castrenses, plutocráticas, imperialistas, y sobre todo de mudanzas políticas, frecuentes en tierras subtropicales” (2018: 53).


			Esta proclama reformista de autonomía universitaria emerge reivindicando el gobierno de quienes constituyen la comunidad académica frente a quienes la gobernaban desde afuera y que con el tiempo se proyecta como un límite en la capacidad regulatoria del Poder Ejecutivo y del propio Congreso, se complementa con el concepto de apertura hacia la sociedad a través de la extensión universitaria. 


			El movimiento reformista cuestiona a la universidad enclaustrada, cerrada, que se ocupa exclusivamente de los asuntos e intereses de sus estudiantes y profesores, y proclama una universidad que cumpla con la finalidad de la difusión social del conocimiento. La Reforma va a promover la extensión universitaria como una función sustantiva de la universidad, a la par de las funciones de investigación y de enseñanza. Esa tríada de funciones propias y sustantivas de la universidad se constituirán en una de las características más nítidas del modelo reformista de universidad. 
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